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Los viernes de cada semana se publicarán las tesis jurisprudenciales y aisladas del Pleno de la Suprema Corte 

de Justicia de la Nación, de sus Salas, de los Plenos Regionales y de los Tribunales Colegiados de Circuito; así 

como las sentencias dictadas en controversias constitucionales, en acciones de inconstitucionalidad y en 

declaratorias generales de inconstitucionalidad, así como la demás información que se estime pertinente 

difundir a través de dicho medio digital. 
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Registro: 2023157  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
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Publicación: viernes 21 de mayo de 2021 10:26 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 17/2021 (10a.)  
 
TRANSFERENCIAS ELECTRÓNICAS BANCARIAS. CUANDO SE RECLAME SU NULIDAD, 
CORRESPONDE A LA INSTITUCIÓN BANCARIA DEMOSTRAR QUE SE SIGUIERON LOS 
PROCEDIMIENTOS ESTABLECIDOS NORMATIVAMENTE PARA ACREDITAR SU FIABILIDAD. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron posturas distintas 
respecto a quién correspondía demostrar, en un juicio de naturaleza mercantil, la fiabilidad del 
mecanismo por el cual se efectuaron transferencias electrónicas de recursos mediante la utilización 
de plataformas digitales; así, uno estimó que cuando el cuentahabiente niega haber dado su 
autorización al banco para realizar la transferencia y la institución de crédito afirma que sí recibió la 
instrucción, corresponde al primero demostrar que el sistema que opera las firmas electrónicas 
carece de fiabilidad y, por tanto, que su cuenta fue saboteada electrónicamente; mientras que el 
otro sostuvo lo contrario, es decir, que corresponde a la institución bancaria soportar la carga 
probatoria de acreditar que las mismas se realizaron mediante el uso de los elementos de seguridad 
empleados para garantizar la certeza de las operaciones. 
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Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que no 
puede presumirse la fiabilidad de la banca electrónica a partir de la mera acreditación de que una 
transferencia se llevó a cabo utilizando un determinado mecanismo de autenticación por parte del 
usuario. Al respecto, se establece que dicha presunción solamente se puede obtener una vez que la 
institución bancaria demuestre haber seguido el procedimiento exigido por las disposiciones de 
carácter general, aplicables a las instituciones de crédito, emitidas por la Comisión Nacional Bancaria 
y de Valores. En ese sentido, una vez acreditado que se siguió debidamente el procedimiento 
normativamente exigido de la institución financiera para la operación impugnada y que no se tuvo 
conocimiento de incidentes que comprometieran los datos del cuentahabiente, sólo entonces la 
carga de la prueba se le revertirá al usuario quien tendrá el deber de desvirtuar lo aportado por 
aquélla. 
 
Justificación: Las disposiciones aludidas establecen la previsión de contenidos mínimos para el 
funcionamiento de la banca electrónica tratándose de las transferencias de recursos, dentro de los 
que destacan: a) la introducción de mecanismos complejos de autenticación del usuario divididas 
en cuatro categorías; b) el establecimiento de operaciones con las cantidades dinerarias máximas 
que pueden llevarse a cabo bajo determinado medio de autenticación; c) la necesidad de registrar 
previamente las cuentas de destino, así como el periodo mínimo que debe transcurrir antes de 
poder realizar la transferencia, según sea el caso; y, d) la obligación de generar comprobantes y 
notificar al usuario de las transacciones. Sin embargo, a partir de que actualmente se conocen 
diversas maneras de poder obtener fraudulentamente datos de los clientes o vulnerarse contenido 
electrónico para realizar operaciones sin el consentimiento de los usuarios, la presunción en el 
sentido de que las transferencias mediante mecanismos electrónicos son infalibles no puede 
prosperar, por lo que no es posible trasladar, en un primer momento, la carga de la prueba al usuario 
del servicio; máxime si se considera la tecnicidad de los sistemas digitales por medio de los cuales 
se presta el servicio de la banca electrónica lo que representa un obstáculo excesivo a efecto de que 
el usuario del servicio pudiera demostrar su pretensión, además de que el banco es quien cuenta 
con la infraestructura necesaria para generar la evidencia presentada ante los órganos 
jurisdiccionales. De manera tal que la institución financiera es quien debe acreditar que los 
procedimientos de identificación que fueron utilizados durante la transacción y que fueron 
acordados con el usuario se emitieron correctamente, además de la fiabilidad del procedimiento 
que se utilizó para autorizar la transacción. Consecuentemente, una vez acreditado que se siguió el 
procedimiento normativamente exigido de la institución financiera para la operación impugnada y 
que no se tuvo conocimiento de incidentes que comprometieran los datos del cuentahabiente, sólo 
entonces la carga de la prueba se revertirá al usuario quien tendrá el deber de desvirtuar lo aportado 
por aquélla, sin que lo anterior implique la imposición a los bancos de una carga imposible 
consistente en la demostración de la fiabilidad abstracta de todo su sistema ante cualquier tipo de 
riesgo, sino sólo de aquellos que se pudieran llegar a materializar. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 206/2020. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Décimo Sexto Circuito y el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito.17 de marzo de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana 
Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Jorge 
Arriaga Chan Temblador. 
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Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Décimo Sexto Circuito, al resolver el 
juicio de amparo directo 171/2018, el cual dio origen a la tesis aislada XVI.1o.C.3 C (10a.), de título 
y subtítulo: "TRANSFERENCIA DE FONDOS REALIZADA VÍA PORTAL DE INTERNET. CUANDO EL 
CUENTAHABIENTE NIEGA HABER DADO AUTORIZACIÓN AL BANCO PARA SU REALIZACIÓN Y ÉSTE 
AFIRMA HABER RECIBIDO LA INSTRUCCIÓN RELATIVA, CORRESPONDE AL PRIMERO DEMOSTRAR 
QUE EL SISTEMA QUE OPERA LAS FIRMAS ELECTRÓNICAS CARECE DE FIABILIDAD Y, POR TANTO, 
QUE SU CUENTA FUE SABOTEADA ELECTRÓNICAMENTE."; en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 19 de octubre de 2018 a las 10:29 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Libro 59, Tomo III, octubre de 2018, página 2526, con número de registro digital: 
2018223; y, 
 
El sustentado por el Décimo Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al 
resolver el juicio de amparo directo 176/2020, en el que determinó que cuando se reclame la 
nulidad de transferencias electrónicas, le corresponde a la institución bancaria soportar la carga 
probatoria de acreditar que las mismas se realizaron mediante el uso de los elementos de seguridad 
empleados para garantizar la fiabilidad de las operaciones y, además, que el sistema electrónico es 
fiable y que, por ende, no fue saboteado durante el lapso en que se realizó la transferencia 
electrónica impugnada. 
 
Tesis de jurisprudencia 17/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada a distancia de veintiuno de abril de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de mayo de 2021 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de mayo de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 

 
 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023156  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 21 de mayo de 2021 10:26 h  

Materia(s): (Común)  

Tesis: 1a./J. 11/2021 (10a.)  
 
SUSPENSIÓN DEL ACTO RECLAMADO. CUANDO ÉSTE CONSISTE EN UNA DETERMINACIÓN 
JUDICIAL QUE ORDENA UN RÉGIMEN DE CONVIVENCIA PROVISIONAL EN FORMA PRESENCIAL Y 
LIBRE ENTRE UN MENOR DE EDAD Y EL PROGENITOR NO CUSTODIO, EL CONTEXTO DE LA 
PANDEMIA POR LA ENFERMEDAD COVID-19, PERMITE QUE LA SUSPENSIÓN SE OTORGUE 
MODULANDO LA CONVIVENCIA PARA QUE SE REALICE A DISTANCIA POR MEDIOS ELECTRÓNICOS, 
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SIEMPRE Y CUANDO EL MATERIAL PROBATORIO CON QUE SE CUENTE AL PROVEER LA MEDIDA 
NO PERMITA FIJAR UNA DISTINTA COMO MÁS PROTECTORA DE SU INTERÉS SUPERIOR. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llevaron a cabo un examen sobre la 
procedencia de la medida de suspensión del acto reclamado en el incidente derivado del juicio de 
amparo indirecto, en relación con una determinación judicial intraprocesal que estableció un 
régimen de convivencias provisional o especial, en forma presencial (física) y libre (no supervisada) 
de un menor de edad con el progenitor que no ejercía materialmente la guarda y custodia, que 
implicaba el desplazamiento del menor de edad del domicilio que constituía su residencia habitual 
a aquél en que se llevaría a cabo la convivencia y su incorporación a otro ambiente; y ambos 
tribunales se vieron en la necesidad de examinar dicho acto reclamado en el contexto de la 
pandemia por el virus SARS-CoV-2 causante de la enfermedad COVID-19, llegando a conclusiones 
distintas sobre la medida suspensional, pues uno determinó que en la situación de pandemia, la 
convivencia debía modalizarse para que se realizara a distancia, por medios electrónicos (llamadas 
por teléfono, mensajes, videollamadas, o reuniones en plataformas digitales) a efecto de proteger 
la salud y la vida del menor, otorgando la medida con esos efectos; mientras que el otro estimó que 
no debía ser así, sino que la convivencia debía realizarse como fue autorizada, con las medidas de 
protección sanitaria que impuso la responsable. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que en la 
situación descrita, la medida de suspensión del acto reclamado sí podrá modalizar la convivencia 
para que se desarrolle a distancia, mediante el uso de medios electrónicos, como medida general 
de protección reforzada de la vida y de la salud del menor de edad, atendiendo a las condiciones de 
emergencia sanitaria por la enfermedad COVID-19, pero ello será viable siempre y cuando al proveer 
sobre la suspensión (provisional o definitiva) no se cuente con elementos suficientes para 
determinar, conforme a un análisis individualizado de las circunstancias del caso concreto, si éstas 
conducen a proteger mejor su interés superior de una forma distinta. 
 
Justificación: No está a discusión que tanto el derecho a la protección de la salud física y a la vida, 
como el derecho a la convivencia con la madre o el padre no custodio a efecto de mantener y 
estrechar el lazo familiar entre ellos, resultan derechos fundamentales para el bienestar general de 
los menores de edad, que deben ser protegidos y garantizados en su ejercicio. Sin embargo, el 
contexto fáctico excepcional de la pandemia por COVID-19 exige reconocer la mayor entidad del 
derecho a la protección de la salud física y de la vida, frente al derecho a la convivencia física con el 
progenitor no custodio, de manera que resulte admisible tener como premisa general, en el marco 
de una medida cautelar como la suspensión del acto reclamado, que el interés superior de los 
menores de edad, como grupo, en este momento se encuentra en la necesidad de proteger y 
garantizar con mayor intensidad su vida y su salud física, y modular la convivencia para armonizarla 
con ello. Esto, porque la información oficial con que hasta el momento se cuenta por parte de las 
instituciones y organismos públicos de salud, es que el COVID-19 se considera una enfermedad 
fácilmente transmisible, con la sola cercanía entre las personas, y puede ser adquirida también por 
menores de edad, sin que hasta ahora haya datos científicos validados por la Organización Mundial 
de la Salud que descarten que en este grupo de edad se puedan presentar síntomas graves y pueda 
causar la muerte; además porque existe un elevado número de contagios oficialmente reportados 
en el país confirmados con pruebas clínicas, sin negar que seguramente habrá otra cantidad de 
personas contagiadas sin prueba que lo corrobore y casos asintomáticos; condiciones que autorizan 
a privilegiar la observancia de medidas de distanciamiento físico y de resguardo domiciliario a que 
exhortan las autoridades en materia de salud. Ahora bien, un ejercicio preliminar y en abstracto, de 
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ponderación de la apariencia del buen derecho, permite advertir que la convivencia presencial, en 
tanto implica extraer al menor de su ambiente habitual para incorporarlo a otro, sí conlleva una 
mayor exposición a un riesgo real de contagio, probable y fundado en dicha información oficial, que 
opera en detrimento de la protección a su salud y a su vida. Asimismo, la suspensión con efectos de 
modular la convivencia para que se realice por medios electrónicos, asegura que no se siga perjuicio 
al interés social ni se contravengan disposiciones de orden público, en tanto permite que no se 
afecte el interés prevalente del menor en la protección de su derecho a gozar del nivel más alto 
posible de salud, y procura compatibilizarlo con su derecho a la convivencia, que habrá de 
propiciarse de la manera más amplia posible, aun cuando temporalmente no sea presencial. Pese a 
todo ello, adoptar esa medida en forma de protección reforzada, sólo será viable para el juzgador 
de amparo en aquellos casos en que al proveer sobre la suspensión, no contara con elementos 
probatorios suficientes que le permitan sustentar, bajo un análisis individual de la circunstancia 
concreta del menor involucrado, que su interés superior exige adoptar una medida o efectos 
distintos, o inclusive, negar la suspensión, pues cuando sea así, ello debe estimarse posible; además, 
desde luego el juzgador conserva sus facultades de modificar la medida suspensional, si antes de 
que exista sentencia firme en el juicio de amparo, se presentan circunstancias que lo justifiquen. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 267/2020. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Séptimo Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 
Décimo Séptimo Circuito. 17 de marzo de 2021. Mayoría de cuatro votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Disidente: Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su 
derecho para formular voto particular. Ponente: Norma Lucía Piña Hernández. Secretaria: Laura 
Patricia Román Silva. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver el 
incidente en revisión 162/2020, en el que consideró que la suspensión definitiva solicitada por la 
quejosa respecto del proveído judicial que ordenó la convivencia presencial entre el menor de edad 
y el padre que no ejercía materialmente su custodia, estimó injustificado que en el contexto de la 
pandemia, la convivencia se tuviere que llevar a cabo únicamente mediante el uso de tecnologías 
de la información (por llamada telefónica en conferencia, video llamada, whatsapp, webex, zoom, 
o cualquier otra), en forma alternativa a la convivencia presencial (física), como lo había establecido 
el Juez de Distrito en la interlocutoria recurrida al otorgar la suspensión y fijar sus efectos; esto, pues 
el Tribunal Colegiado consideró, sustancialmente, que ello vulneraba el derecho fundamental del 
menor a las visitas y convivencias y era contrario a su interés superior, por lo que no se satisfacía el 
requisito que para el otorgamiento de la suspensión establecen los artículos 128 y 129, fracción VIII, 
de la Ley de Amparo; y, 
 
El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Décimo Séptimo 
Circuito, al resolver la queja 31/2020, la cual dio origen a la tesis aislada XVII.1o.C.T.36 C (10a.), de 
título y subtítulo: "RÉGIMEN DE VISITAS Y CONVIVENCIAS DEL MENOR CON UNO DE SUS 
PROGENITORES, FRENTE A LA PANDEMIA GENERADA POR EL VIRUS SARS-CoV2 (COVID-19). ATENTO 
AL INTERÉS SUPERIOR DEL INFANTE, CORRESPONDE PRIVILEGIAR SU DERECHO A LA VIDA Y A LA 
SALUD, SOBRE EL DERECHO A LA CONVIVENCIA CON AQUÉLLOS, POR ENDE, EL JUEZ DEBE PROVEER 
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LAS MEDIDAS NECESARIAS PARA QUE ESTA ÚLTIMA SE EFECTÚE A DISTANCIA."; publicada en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 78, Tomo II, septiembre de 2020, página 977, 
con número de registro digital: 2022082. 
 
Tesis de jurisprudencia 11/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada a distancia de siete de abril de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 21 de mayo de 2021 a las 10:26 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 24 de mayo de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 
 

JUNIO 
 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023205  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 04 de junio de 2021 10:10 h  

Materia(s): (Común, Penal)  

Tesis: 1a./J. 9/2021 (10a.)  
 
IMPROCEDENCIA EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. NO SE ACTUALIZA UNA CAUSA 
INDUDABLE Y MANIFIESTA PARA DESECHAR DE PLANO LA DEMANDA CUANDO SE RECLAMA LA 
RESOLUCIÓN DEL JUEZ DE CONTROL QUE REVOCA LA DETERMINACIÓN MINISTERIAL DE NO 
EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL Y ORDENA CONTINUAR CON LA INVESTIGACIÓN. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes que conocieron de los recursos de 
queja respectivos, sostuvieron distintas líneas argumentativas para determinar si fue correcto o no 
el desechamiento de plano de una demanda de amparo promovida por la persona imputada en 
contra de la determinación judicial que revoca el acuerdo de no ejercicio de la acción penal y ordena 
la reapertura de la investigación. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que no se 
actualiza una causa manifiesta e indudable de improcedencia del juicio de amparo indirecto para 
desechar de plano la demanda promovida en contra del auto que revoca la determinación 
ministerial de no ejercicio de la acción penal y ordena la continuación de la investigación, sin que 
ello prejuzgue sobre una eventual causa de improcedencia que pueda advertirse o actualizarse en 
la sustanciación del juicio de amparo. 
 
Justificación: La determinación de no ejercicio de la acción penal genera un estado de cosas en favor 
de la persona imputada, al impedir que el Ministerio Público despliegue su facultad investigadora 
en su contra. Por ello, la reapertura de la investigación, ordenada por el Juez de Control, con la 
finalidad de posibilitar el ejercicio de la acción penal, constituye un acto susceptible de generar 
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afectaciones al imputado, pues la determinación de no ejercicio de la acción penal provocó un 
cambio favorable en la situación jurídica del imputado, que impide al órgano ministerial desplegar 
su facultad investigadora en su contra, entonces, debe permitirse revisar constitucionalmente la 
resolución del Juez de Control que revoca esa decisión, pues de lo contrario, se podría dejar al 
imputado indefinidamente en esa categoría procesal, trastocando su seguridad jurídica. Así, para 
efectos de la admisión de la demanda, el Juez de Distrito debe advertir si se actualiza o no un motivo 
indudable y manifiesto de improcedencia del juicio, sin embargo, en el supuesto bajo estudio, no 
resulta evidente que se actualice una improcedencia de esa naturaleza que motive el 
desechamiento de plano de la demanda, pues es posible que se afecten los derechos sustantivos 
del quejoso cuyos efectos sean de imposible reparación. Por ello, será necesario acudir a los 
informes justificados, a los alegatos y a las pruebas aportadas por las partes en el juicio para realizar 
un pronunciamiento en cada caso. Por tanto el considerar que no se actualiza una casusa de 
improcedencia manifiesta e indudable para desechar de plano la demanda de amparo interpuesta 
contra el acto que se reclama, no prejuzga sobre una eventual causa de improcedencia que pueda 
advertirse o actualizarse en la substanciación del juicio de amparo, pues a lo largo del procedimiento 
podrían desvirtuarse o modificarse las consideraciones que llevaron a la admisión, mediante las 
pruebas aportadas. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 89/2020. Entre las sustentadas por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito. 10 
de febrero de 2021. Mayoría de tres votos de la Ministra Ana Margarita Ríos Farjat y los Ministros 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien reservó su derecho para formular voto concurrente y Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Disidentes: Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para 
formular voto particular y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para 
formular voto particular. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jaqueline Sáenz 
Andujo. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito al resolver el recurso 
de queja 85/2017, que dio origen a la tesis aislada I.6o.P.94 P (10a.), de título y subtítulo: 
"REVOCACIÓN DEL ACUERDO QUE DETERMINA EL NO EJERCICIO DE LA ACCIÓN PENAL Y 
REAPERTURA DE LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN ORDENADAS POR EL JUEZ DE CONTROL. ES 
IMPROCEDENTE EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDO EN SU CONTRA, EN TÉRMINOS DEL 
ARTÍCULO 61, FRACCIÓN XXIII, EN RELACIÓN CON LAS FRACCIONES III, INCISO B) Y V, AMBAS DEL 
DIVERSO 107 DE LA LEY DE LA MATERIA."; publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 50, Tomo IV, enero de 2018, página 2287, con número de registro 
digital: 2015983; y, 
 
El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Penal del Segundo Circuito, al resolver 
el recurso de queja 181/2019, que dio origen a la tesis aislada II.2o.P.95 P (10a.), de título y subtítulo: 
"JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. ES PROCEDENTE EL PROMOVIDO EN CONTRA DE LA REVOCACIÓN 
DEL ACUERDO DEL MINISTERIO PÚBLICO QUE DETERMINA LA ABSTENCIÓN DE INVESTIGAR Y 
ORDENA LA REAPERTURA DE LA CARPETA DE INVESTIGACIÓN DICTADA POR EL JUEZ DE CONTROL.", 
publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 77, Tomo VI, 
agosto de 2020, página 6092, con número de registro digital: 2021985. 
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Tesis de jurisprudencia 9/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada a distancia de diecisiete de marzo de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de junio de 2021 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 07 de junio de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023198  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 04 de junio de 2021 10:10 h  

Materia(s): (Penal)  

Tesis: 1a. XXIII/2021 (10a.)  
 
CONCURSO DE DELITOS. LA PRETENSIÓN PUNITIVA DEL ESTADO PARA PERSEGUIRLOS SE 
SINTETIZA EN LA ACCIÓN PENAL HOMOLOGADA QUE PERMITE IMPONER UNA PENA ÚNICA 
TOTAL, CUYA PRESCRIPCIÓN EQUIVALE A UN PLAZO ÚNICO, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 108 DEL 
CÓDIGO PENAL FEDERAL. 
 
Hechos: El defensor de un inculpado solicitó la prescripción de la acción penal de los delitos 
atribuidos a su patrocinado; la autoridad judicial determinó no acordar favorablemente la petición 
al estar en presencia de un concurso de delitos; el Tribunal Colegiado de Circuito que conoció del 
recurso de revisión remitió los autos a la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al estimar que se 
trataba de un asunto en el que subsistía la materia de impugnación de una ley federal, en específico 
del artículo 108 del Código Penal Federal, en relación con la constitucionalidad del plazo de 
prescripción regulado para los concursos de delitos. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que la 
pretensión punitiva del Estado sobre la comisión concursal de delitos de conformidad con el Código 
Penal Federal se sintetiza en una acción penal homologada que permite imponer una pena única 
total ante su verificación; de ahí que esta acción penal homologada debe tener un plazo único de 
prescripción equivalente al plazo correspondiente al delito que merezca la pena mayor del concurso 
de delitos, pues permite que se pueda ejercer por la totalidad del tiempo en que son punibles los 
delitos que integran el concurso. 
 
Justificación: Se arriba a esta conclusión, pues de conformidad con el artículo 64 del Código Penal 
Federal, existen dos normas jurídicas que prevén a los concursos de delitos reales e ideales, 
respectivamente como hipótesis normativas, y como soluciones calificadas deónticamente una 
pena única total correspondiente al tipo de concurso; pena única que se construye a partir de las 
penas de los delitos del concurso, y que al finalizar su construcción es independiente de éstas, pues 
únicamente las empleó como variables para construirse. Así, para que las referidas penas puedan 



9 
 

ser aplicadas, el Estado debe poder ejercer su pretensión punitiva sobre la comisión concursal de 
delitos. Por lo tanto, esta Suprema Corte de Justicia de la Nación considera que la pretensión 
punitiva prevista a través de los lineamientos regulados en el artículo 64 del Código Penal Federal, 
se ejerce a través de una acción penal homologada, la cual es la suma de conductas ilícitas cuya 
estructura es tan homogénea que permite conceptualizarse como una unidad. Una parte elemental 
de esta figura es la pretensión punitiva del Estado que puede ejercer contra una persona que 
probablemente intervino en la comisión concursal de delitos, con la finalidad de que se aplique la 
pena única a pesar de la concurrencia de acciones. Ahora bien, la prescripción de la acción penal 
homologada debe tener un plazo único, pues aquello sobre lo que se acciona es una unidad, que si 
bien se construye y demuestra a partir de los delitos que lo configuran, al final existe como una 
figura que crea una unidad. Asimismo, el plazo de prescripción para el concurso de delitos equivale 
a aquel contemplado en el artículo 108 del Código Penal Federal al delito que merezca mayor pena, 
ya que permite que la acción homologada se pueda ejercer y, por lo tanto, que la pena única 
correspondiente a la actualización de un conjunto concursal se pueda aplicar. Lo anterior es así, 
toda vez que para que en el ordenamiento jurídico se pueda imponer la pena única correspondiente, 
el proceso penal debe poder seguirse por el conjunto de delitos vistos como una unidad autónoma, 
y por el tiempo en que la totalidad de los delitos pueden llegar a formar parte de esa unidad, el cual 
corresponde al límite máximo de prescripción del delito que merezca pena mayor. Si se disgrega la 
prescripción de los concursos de delitos en la prescripción de cada uno de sus integrantes, la acción 
penal homologada que lleva a la implementación de la pena única se podría ejercer únicamente 
hasta la vigencia del delito de pena menor, lo cual generaría una vigencia fraccionada, lo que es 
incongruente con la naturaleza del ius puniendi del Estado para perseguir los tipos penales 
regulados. 
 
PRIMERA SALA 
 
Amparo en revisión 1042/2019. Zhenli Ye Gon. 12 de agosto de 2020. Mayoría de cuatro votos de 
las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
y los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó 
su derecho para formular voto concurrente. Disidente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena quien formuló 
voto particular. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. Secretario: Carlos Manuel Baráibar Tovar. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de junio de 2021 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023191  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 04 de junio de 2021 10:10 h  

Materia(s): (Constitucional, Común)  

Tesis: 1a./J. 13/2021 (10a.)  
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ASESOR JURÍDICO VICTIMAL. PARA EFECTOS DE LA ADMISIÓN DE LA DEMANDA DE AMPARO 
INDIRECTO QUE PROMUEVA EN NOMBRE DE LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO, BASTA LA 
SIMPLE MANIFESTACIÓN, BAJO PROTESTA DE DECIR VERDAD, DE TENER RECONOCIDO AQUEL 
CARÁCTER ANTE LA AUTORIDAD RESPONSABLE, AL ACTUALIZARSE LA EXCEPCIÓN PREVISTA EN EL 
ARTÍCULO 11 DE LA LEY DE AMPARO. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes que conocieron de los recursos de 
queja respectivos sostuvieron un criterio divergente en torno a si basta la manifestación del asesor 
jurídico victimal de ostentar dicha representación ante la autoridad responsable, para efecto de que 
le sea admitida la demanda de amparo indirecto, promovida por éste a nombre de la víctima u 
ofendido del delito, que representa. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que, en 
materia penal, el asesor jurídico de la víctima u ofendido del delito se encuentra facultado para 
promover la demanda de amparo en nombre de ésta, a quien representa en el procedimiento penal, 
por lo que tratándose de la presentación del juicio de amparo indirecto, bastará su simple 
manifestación, bajo protesta de decir verdad, en el sentido de tener reconocido ese carácter ante 
la autoridad responsable, para que la demanda sea admitida a trámite. En este supuesto, se tendrá 
por actualizada la excepción prevista en el artículo 11, párrafo primero, en relación con el 14, párrafo 
primero, de la Ley de Amparo. Así, cuando la citada ley refiere que en materia penal bastará que el 
defensor manifieste bajo protesta de decir verdad tener ese carácter, no puede limitarse 
únicamente al defensor del imputado, sino que necesariamente debe incluir al asesor jurídico de la 
víctima que actúa en su representación, a fin de que ésta no quede en estado de vulnerabilidad 
frente al poder punitivo estatal y las determinaciones que el Ministerio Público o los Jueces realicen 
a lo largo del procedimiento penal. 
 
Justificación: De una interpretación sistemática de la Ley de Amparo, en relación con el Código 
Nacional de Procedimientos Penales y la Ley General de Víctimas, se advierte un reconocimiento 
explícito de las víctimas como parte de los procedimientos y el derecho a la asesoría jurídica técnica 
–por una persona licenciada en derecho con cédula profesional– como una garantía del pleno 
ejercicio de sus derechos en condiciones de igualdad. También se reconoce el derecho a un recurso 
judicial adecuado y efectivo contra las decisiones que afecten sus intereses y el ejercicio de sus 
derechos, por lo que la legislación en la materia deberá regular la intervención en los diferentes 
procedimientos, a efecto de facilitar su participación. En ese sentido, resulta fundamental que el 
juicio de amparo, como medio constitucional de defensa de los derechos humanos, equilibre las 
asimetrías y el estado de vulnerabilidad que pueden llegar a enfrentar las víctimas en el acceso a la 
justicia, lo que conlleva el deber de flexibilizar ciertas reglas –como la forma de acreditar la 
representación– ante la necesidad de asegurar que los recursos sean efectivos y protejan a las 
víctimas contra actos que violen sus derechos humanos. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 310/2019. Entre las sustentadas por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito. 3 de febrero 
de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, y los 
Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez 
Ortiz Mena. Ponente: Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo. 
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Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primero Circuito al resolver el 
recurso de queja 50/2019, el cual dio origen a la tesis aislada I.4o.P.27 P (10a.), de título y subtítulo: 
"ASESOR JURÍDICO DE LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO. PARA LA ADMISIÓN DE LA DEMANDA 
DE AMPARO PROMOVIDA EN REPRESENTACIÓN DE ÉSTA, POR QUIEN SE OSTENTA CON ESE 
CARÁCTER, BASTA QUE AFIRME QUE LO TIENE RECONOCIDO ANTE LA AUTORIDAD RESPONSABLE 
(EXCEPCIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 11, PÁRRAFO PRIMERO, ÚLTIMA PARTE, DE LA LEY DE 
AMPARO)."; publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 4 de octubre de 2019 a 
las 10:14 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 71, Tomo 
IV, octubre de 2019, página 3467, con número de registro digital 2020717, y 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado del Vigésimo Séptimo Circuito al resolver el recurso 
de queja 75/2018, el cual dio origen a la tesis aislada XXVII.3o.68 P (10a.), de título y subtítulo: 
"DEMANDA DE AMPARO INDIRECTO PROMOVIDA POR EL ASESOR JURÍDICO DE LA VÍCTIMA U 
OFENDIDO EN EL PROCEDIMIENTO PENAL. PARA SU ADMISIÓN SE REQUIERE QUE AQUÉL 
DEMUESTRE SU CALIDAD CON ALGUNA CONSTANCIA, AL NO ACTUALIZARSE LA EXCEPCIÓN 
PREVISTA EN EL ARTÍCULO 11, PÁRRAFO PRIMERO, IN FINE, DE LA LEY DE AMPARO, PARA TENER 
RECONOCIDA SU REPRESENTACIÓN CON LA SOLA AFIRMACIÓN EN ESE SENTIDO."; publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 1 de febrero de 2019 a las 10:03 horas y en la Gaceta 
del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 63, Tomo II, febrero de 2019, página 
2958, con número de registro digital 2019175. 
 
Tesis de jurisprudencia 13/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada a distancia de catorce de abril de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de junio de 2021 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 07 de junio de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023190  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Aislada  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 04 de junio de 2021 10:10 h  

Materia(s): (Penal, Común)  

Tesis: 1a. XXIV/2021 (10a.)  
 
ORDEN DE TRASLADO DE UN CENTRO PENITENCIARIO A OTRO SIN INTERVENCIÓN JUDICIAL 
PREVIA. LA CONTROVERSIA JUDICIAL PREVISTA EN LOS ARTÍCULOS 52 Y 117, FRACCIÓN III, DE LA 
LEY NACIONAL DE EJECUCIÓN PENAL, ES EL MEDIO DE DEFENSA IDÓNEO PARA IMPUGNARLA, 
AUN CUANDO EL AFECTADO NO TENGA UNA RESOLUCIÓN TANGIBLE QUE RECURRIR Y, POR 
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TANTO, DEBE AGOTARLO ANTES DE PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO, EN ATENCIÓN 
AL PRINCIPIO DE DEFINITIVIDAD. 
 
Hechos: Una persona privada de la libertad en un centro penitenciario, promovió juicio de amparo 
indirecto con el argumento de que la autoridad administrativa le había notificado verbalmente una 
orden para trasladarlo del centro en que se encontraba interna a uno diverso. La demanda se 
desechó de plano, al considerar que se actualizaba la causa de improcedencia prevista en el artículo 
61, fracción XX, de la Ley de Amparo, porque la parte quejosa no agotó el medio de defensa regulado 
en la Ley Nacional de Ejecución Penal, antes de promover el juicio constitucional. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, considera que la 
controversia judicial, regulada en los artículos 52 y 117, fracción III, de la Ley Nacional de Ejecución 
Penal, es el medio de defensa idóneo para combatir la orden de traslado que se emite sin 
autorización judicial previa, aun cuando el afectado alegue que sólo se le notificó verbalmente ese 
acto y no tenga una resolución tangible que recurrir, porque ese recurso tiene potencial para 
confirmar, modificar o revocar la determinación de traslado, sin rebasar los requisitos que la Ley de 
Amparo prevé en el artículo 61, fracción XX, y por ello, debe agotarse previamente a la promoción 
del juicio de amparo indirecto. 
 
Justificación: El artículo 52, de la Ley Nacional de Ejecución Penal, establece que la autoridad 
penitenciaria tiene facultad para ordenar y ejecutar el traslado de un centro penitenciario a otro, 
sin autorización judicial previa, en los supuestos de urgencia y excepción que señala el primero de 
los preceptos citados, esto es, tratándose de delincuencia organizada y medidas especiales de 
seguridad; riesgo objetivo para la integridad y la salud de la persona privada de su libertad; y, cuando 
se ponga en riesgo la seguridad o gobernabilidad del centro penitenciario, ya que en esos supuestos 
se autoriza a la autoridad administrativa para que el control judicial se realice dentro de las 
veinticuatro horas siguientes a la ejecución del traslado. En ese contexto, dado que el control judicial 
se reserva para un momento posterior a que es ejecutado el traslado, es válido considerar que, sin 
perjuicio de las hipótesis enunciadas, cuando se presenten casos en que la persona privada de la 
libertad reclame una orden de traslado que no se materializó, ni se tenga certeza de la calificación 
que sobre su legalidad emite la autoridad jurisdiccional, como sucede cuando se alega que la 
autoridad administrativa sólo comunicó de forma verbal esa medida, lo procedente será que el 
afectado promueva la controversia judicial a que se refiere el precepto 52 en cita, ya que de 
conformidad con el artículo 117, fracción III y último párrafo, de la ley mencionada, la persona 
privada de la libertad puede intentar el aludido medio de defensa y hacer valer cualquier cuestión 
relacionada con la afectación a sus derechos en materia de traslado, en el momento de la 
notificación de ese acto, dentro de los diez días siguientes a la misma, o dentro de los diez días 
siguientes a su ejecución, cuando no hubiera sido notificado previamente. Asimismo, de los artículos 
122 y 124, de la propia ley en cita, se destaca que el afectado puede solicitar la suspensión de la 
orden del traslado mediante petición simple en el escrito inicial de la controversia judicial y la 
autoridad judicial podrá, si lo considera pertinente, conceder la medida cautelar de manera 
inmediata hasta en tanto se resuelve en definitiva, o incluso, pronunciarse de oficio, con lo cual 
evitará que la controversia quede sin materia. De igual forma, se entiende que la referida orden de 
traslado sin autorización judicial previa no carece de fundamentación, ni se traduce en una violación 
directa a la Constitución General, porque las hipótesis en que puede ejecutarse están previstas en 
la citada ley especial, y se trata de un acto que emite una autoridad competente dentro del 
correspondiente procedimiento. Lo que lleva a concluir que la controversia judicial es un medio de 
defensa idóneo para impugnar y suspender los efectos de la orden de traslado urgente o excepcional 
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cuando no se cuenta con la resolución en la que la autoridad judicial califique la legalidad del acto, 
ya que no rebasa las previsiones del artículo 61, fracción XX, de la Ley de Amparo, sin soslayar que 
la Ley Nacional de Ejecución Penal, en el artículo 132, fracción VII, prevé la procedencia del recurso 
de apelación en caso de inconformidad con la resolución que decida la controversia judicial, por lo 
que, el afectado tiene la obligación de agotar los referidos medios de defensa previamente a acudir 
a la instancia constitucional. 
 
PRIMERA SALA 
 
Queja 36/2020. Óscar Bonito Flores u Óscar Flores Iglesias. 13 de enero de 2021. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretario: Héctor Vargas Becerra. 
 
Queja 46/2020. Carlos Alberto Angelino Barrón y otro. 13 de enero de 2021. Cinco votos de las 
Ministras Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, 
Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien formuló voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Jorge Mario 
Pardo Rebolledo. Secretaria: Alexandra Valois Salazar. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 04 de junio de 2021 a las 10:10 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación. 
 
 

 
 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023234  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  

Fuente: Semanario Judicial de la Federación  

Publicación: viernes 11 de junio de 2021 10:17 h  

Materia(s): (Civil)  

Tesis: 1a./J. 18/2021 (10a.)  
 
PROVIDENCIA PRECAUTORIA DE RETENCIÓN DE BIENES EN EL JUICIO MERCANTIL. LAS 
INSTITUCIONES DE CRÉDITO NO ESTÁN OBLIGADAS A GARANTIZAR LOS POSIBLES DAÑOS Y 
PERJUICIOS QUE SU OTORGAMIENTO PUDIERA OCASIONAR. 
 
Hechos: El Tribunal Colegiado de Circuito y el Pleno de Circuito contendientes sostuvieron criterios 
distintos respecto a si las instituciones de crédito están obligadas o no a garantizar los daños y 
perjuicios que pudieran ocasionarse al deudor con la imposición de la medida precautoria de 
retención de bienes en los juicios mercantiles. 
 
Criterio jurídico: Esta Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación establece que las 
instituciones de crédito que no se encuentren en liquidación o procedimiento de quiebra, no están 
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obligadas a exhibir garantía por los posibles daños y perjuicios que se pudieran ocasionar a su 
contraparte en un juicio mercantil, por el otorgamiento de dicha medida precautoria. 
 
Justificación: La aparente antinomia entre los artículos 86 de la Ley de Instituciones de Crédito y 
1175, fracción V, del Código de Comercio, se dirime con el criterio de especialidad normativa, 
debiendo prevalecer la excluyente de exhibir garantía contenida en el primero de tales numerales 
sobre la exigencia de presentarla impuesta por el segundo. Lo anterior es así, porque en el artículo 
640 del código mercantil, en su texto anterior a su derogación publicada en el Diario Oficial de la 
Federación el 10 de enero de 2014, el legislador reconoce que las instituciones de crédito se rigen 
por la Ley de Instituciones de Crédito, y el precepto 86, está en función de los sujetos para quienes 
fue creada (banca múltiple y banca de desarrollo) y del objeto que regula (la liberación de constituir 
depósitos, fianzas y garantías dentro o fuera de juicios o procedimientos). Por su parte, el artículo 
1175, fracción V, del Código de Comercio constituye un marco general, ya que resulta aplicable para 
todo el universo de sujetos que, en un juicio mercantil, vía prejudicial o en instancia, pretendan la 
obtención de una medida precautoria de retención de bienes. Ante dicha generalidad, rige el 
principio de especialidad de la norma en el caso concreto. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 46/2020. Entre las sustentadas por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Tercer Circuito, el Primero, el Segundo, el Cuarto, el Séptimo, el Noveno, el Décimo y el 
Décimo Quinto Tribunales Colegiados, todos en Materia Civil del Primer Circuito y el Pleno en 
Materia Civil del Primer Circuito. 23 de septiembre de 2020. Cinco votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos Farjat, y de los Ministros Jorge Mario Pardo Rebolledo, 
Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Ponente: Ana Margarita Ríos Farjat. Secretaria: Ileana Zarina García 
Martínez. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito al resolver el amparo 
en revisión 311/2019, el cual dio origen a la tesis aislada III.5o.C.57 C (10a.), de título y subtítulo: 
"PROVIDENCIAS PRECAUTORIAS. LAS INSTITUCIONES DE CRÉDITO ESTÁN EXENTAS DE GARANTIZAR 
LOS DAÑOS Y PERJUICIOS QUE SE CAUSEN CON DICHAS MEDIDAS, EN TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 86 
DE LA LEY DE INSTITUCIONES DE CRÉDITO, POR ENCIMA DE LO ESTABLECIDO EN EL CÓDIGO DE 
COMERCIO, ATENTO AL PRINCIPIO DE ESPECIALIDAD DE LA LEY.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 6 de marzo de 2020 a las 10:09 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 76, marzo de 2020, Tomo II, página 1009, con número 
de registro digital 2021757, y 
 
El sustentado por el Pleno en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver la contradicción de tesis 
9/2019, de la cual derivó la jurisprudencia PC.I.C. J/101 C (10a.), de título y subtítulo: "RETENCIÓN 
DE BIENES. LOS INTEGRANTES DEL SISTEMA BANCARIO MEXICANO DEBEN OTORGAR GARANTÍA EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 1175, FRACCIÓN V, DEL CÓDIGO DE COMERCIO, PARA RESPONDER DE 
LOS POSIBLES DAÑOS Y PERJUICIOS QUE DICHA MEDIDA PRECAUTORIA PUEDA OCASIONAR AL 
DEUDOR.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 24 de enero de 2020 a 
las 10:25 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 74, enero 
de 2020, Tomo II, página 1933, con número de registro digital 2021511. 
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Tesis de jurisprudencia 18/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada a distancia del doce de mayo de dos mil veintiuno. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de junio de 2021 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de junio de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
 
 

 

 

Época: Undécima Época  

Registro: 2023217  

Instancia: Primera Sala  

Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
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ASESOR JURÍDICO VICTIMAL. ESTÁ FACULTADO PARA PROMOVER EL JUICIO DE AMPARO EN 
NOMBRE DE LA VÍCTIMA U OFENDIDO A QUIEN REPRESENTA EN EL PROCEDIMIENTO PENAL. 
 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito sostuvieron un criterio divergente en torno a si el 
asesor jurídico victimal está facultado para promover el juicio de amparo en nombre de la víctima a 
quien representa en el procedimiento penal. 
 
Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el 
asesor victimal está facultado para promover la demanda de amparo en nombre de la víctima que 
representa, conforme a los artículos 6o, segundo párrafo, 10 y 11 de la Ley de Amparo. Así, 
respetando el equilibrio procesal que debe generarse entre la víctima u ofendido y el imputado o 
sentenciado, debe entenderse que, cuando la citada ley se refiere a que el quejoso podrá promover 
el amparo por conducto de su defensor cuando el acto reclamado derive de un procedimiento penal, 
no puede limitarse únicamente al defensor del imputado sino que debe incluir al asesor jurídico de 
la víctima que actúa en su representación, a fin de que ésta no quede en estado de vulnerabilidad 
frente al poder punitivo estatal y las determinaciones que el Ministerio Público o los Jueces realicen 
a lo largo del procedimiento penal. 
 
Justificación: Lo anterior, pues la víctima u ofendido tiene derecho a estar representado por un 
asesor jurídico, abogado titulado con cédula profesional, en cualquier etapa del procedimiento 
penal, así como en cualquier instancia, procedimiento o juicio en el que sea parte. Sin la debida 
representación, la víctima podría enfrentar un desequilibrio procesal que indudablemente 
redundaría en el ejercicio de sus derechos, de manera preponderante el de acceso a la justicia, 
conforme a los artículos 20, apartado C, de la Constitución General; 108, 109 y 110 del Código 
Nacional de Procedimientos Penales; así como 10, 12, 42, 43, 125, 168 y 169 de la Ley General de 
Víctimas. Además, el que la representación del asesor jurídico se extienda al juicio constitucional es 
acorde con el artículo 25.1 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, pues el juicio de 
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amparo se erige como un mecanismo que debe permitir combatir la arbitrariedad estatal y los actos 
de autoridad que afecten derechos humanos, por lo cual debe constituirse como un mecanismo 
idóneo, efectivo y sencillo. 
 
PRIMERA SALA 
 
Contradicción de tesis 291/2019. Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado de 
Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en Culiacán, Sinaloa, el Quinto 
Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito y el Tercer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Tercer Circuito. 3 de febrero de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto concurrente, Ana Margarita Ríos Farjat, y 
los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, Jorge Mario Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretaria: Jaqueline Sáenz Andujo. 
 
Tesis y/o criterios contendientes: 
 
El emitido por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, 
con residencia en Culiacán, Sinaloa, al resolver, en auxilio del Segundo Tribunal Colegiado del 
Vigésimo Cuarto Circuito, el juicio de amparo directo 468/2018 (cuaderno auxiliar 926/2018), en el 
que determinó que el asesor jurídico de la víctima no cuenta con legitimidad procesal para presentar 
demanda de amparo en representación de las víctimas. Señaló que la designación de asesor jurídico 
de la víctima sólo faculta a éste para asesorar y representar los intereses de sus representados en 
el sumario que se le designó, señalando que en el caso en específico la representación oficiosa debía 
circunscribirse a las fases de investigación y del proceso penal, y que tal representación no puede 
hacerse extensiva al juicio de amparo dado que no satisface ninguno de los supuestos referidos en 
el artículo 6o de la Ley de Amparo. 
 
El sostenido por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Penal del Primer Circuito al resolver el 
recurso de queja 13/2017, el cual dio origen a la tesis aislada I.5o.P.54 P (10a.), de título y subtítulo: 
"ASESOR JURÍDICO DE LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO. SI QUIEN INTERPONE LA DEMANDA DE 
AMPARO INDIRECTO AFIRMA TENER RECONOCIDA ESA PERSONALIDAD ANTE LA AUTORIDAD 
RESPONSABLE, Y SE ACREDITA EN AUTOS, TIENE LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER EL JUICIO 
CONSTITUCIONAL EN SU REPRESENTACIÓN.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación 
del viernes 29 de septiembre de 2017 a las 10:38 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 46, Tomo III, septiembre de 2017, página 1803, con número de 
registro digital: 2015186, y 
 
El sustentado por el Tercer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Tercer Circuito al resolver el 
recurso de queja 78/2016, el cual dio origen a la tesis aislada III.3o.P.3 P (10a.), de título y subtítulo: 
"VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO. EL ABOGADO COADYUVANTE DESIGNADO POR ÉSTA CUENTA 
CON LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER JUICIO DE AMPARO EN SU REPRESENTACIÓN.", publicada en 
el Semanario Judicial de la Federación del viernes 21 de octubre de 2016 a las 10:31 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 35, Tomo IV, octubre de 2016, 
página 3163, con número de registro digital: 2012913. 
 
Tesis de jurisprudencia 12/2021 (10a.). Aprobada por la Primera Sala de este Alto Tribunal, en sesión 
privada a distancia de catorce de abril de dos mil veintiuno. 
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Nota: De la sentencia que recayó al amparo directo 468/2018 (cuaderno auxiliar 926/2018), resuelto 
por el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia 
en Culiacán, Sinaloa, derivó la tesis aislada (V Región)2o.2 P (10a.), de título y subtítulo: “ASESOR 
JURÍDICO DE LA VÍCTIMA U OFENDIDO DEL DELITO. CARECE DE LEGITIMACIÓN PARA PROMOVER EL 
JUICIO DE AMPARO EN NOMBRE DE SU ASESORADA, CON LA SIMPLE REPRESENTACIÓN QUE SE LE 
OTORGÓ EN EL PROCESO.”, publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 6 de 
septiembre de 2019 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 70, Tomo III, septiembre de 2019, página 1815, con número de registro digital: 
2020538. 
 
Esta tesis se publicó el viernes 11 de junio de 2021 a las 10:17 horas en el Semanario Judicial de la 
Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 14 de junio de 2021, 
para los efectos previstos en el punto noveno del Acuerdo General Plenario 1/2021. 
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